
Santiago, uno de febrero de dos mil veintid s ó

VISTO:

En  estos  autos  ordinarios  sobre  acci n  reivindicatoria  de  cosaó  

mueble, tramitados ante el Primer Juzgado Civil de Rancagua, bajo el 

Rol  C-190-18,  caratulados  FUENZALIDA  /  ASTORGA ,  por“ ”  

sentencia  de  veintitr s  de  agosto  de  dos  mil  diecinueve  se  acogi  laé ó  

demanda, reconoci ndose que el  veh culo PPU FYFV.48-K, autom vilé í ó  

marca  Chevrolet,  modelo  Sonic  II  LT  HB  1.6,  N mero  de  motorú  

F16D4411551KA,  N mero  de  chasis  KL1JM6CE8DB058104,  N meroú ú  

Vin  KL1JM6CE8DB058104,  color  celeste  misty  lake,  es  de  dominio 

exclusivo de la demandante, careciendo el demandado de derecho alguno 

sobre l, orden ndose que ste lo restituya a la actora dentro de 3  d aé á é º í  

h bil  desde la  ejecutoria del  fallo  y que el  Servicio de Registro Civilá  

cancele la inscripci n a nombre del demandado, con costas.ó

La  parte  vencida  interpuso  recurso  de  apelaci n,  el  que  fueó  

conocido por la Corte de Apelaciones de Rancagua, dict ndose el fallo elá  

d a trece de julio de dos mil veinte, revocando la decisi n del inferior y,í ó  

en  su  lugar,  rechazando  la  demanda,  sin  costas,  resoluci n  que  fueó  

modificada s lo en cuanto a su fecha el diecisiete de julio de ese a o.ó ñ

Contra  esta  decisi n  la  parte  demandante  interpuso  recurso  deó  

casaci n en el fondo, para cuyo conocimiento se trajeron los autos enó  

relaci nó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  el  recurrente  fundamenta  su  solicitud  de 

nulidad expresando que, en el fallo cuestionado se infringen, en primer 

t rmino, los art culos é í 44 de la Ley N  18.290; y 1712, 47, 889, 895, 700,°  

1708, 1709, 1448, 2123, 2124 y 2151 del C digo Civil.ó

Sostiene, a este respecto, que la Corte recurrida, si bien reconoce 

que  la  demandante  debe  desvirtuar  la  presunci n  de  dominio  queó  

estatuye la Ley de Tr nsito N 18.290,  lo cierto es que luego le exigeá °  

contar  con  un  t tulo  y  un  modo,  cuando  en  verdad  lo  que  deb aí í  
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efectivamente probar eran los hechos de los que emana su derecho a 

obtener la restituci n del bien mueble.ó

Acto  seguido,  y  discutiendo  los  argumentos  contenidos  en  la 

resoluci n recurrida, advierte que la actora no debe probar ser due a deló ñ  

veh culo,  sino  acreditar  sobre  qu  hechos  descansa  su  pretensi n,í é ó  

procurando  destruir  la  presunci n  de  dominio  que  favorece  aló  

demandado, al contar con una inscripci n del m vil a su nombre.ó ó

Al respecto, agrega que no vale la limitaci n probatoria aludida poró  

la  Corte  y  referente  al  art culo  1708  del  C digo  Civil,  pues  aquellaí ó  

norma se refiere a la prueba de las obligaciones, a pesar de lo cual el 

tribunal de alzada exigi  probar el estatus de due a.ó ñ

Sostiene  que,  conforme  a  la  prueba  rendida,  ha  resultado 

suficientemente  acreditado  que  hubo  actos  que  denotan  la  posesi nó  

material del bien de cargo de la demandante, no siendo relevante que el 

demandado,  al  participar  en  la  compraventa,  haya  actuado  en 

representaci n convencional o t cita de la peticionaria.ó á

En una segunda l nea  argumentativa,  alega  la  infracci n  de  losí ó  

art culos  348 bis y 384 del C digo de Procedimiento Civil pues, a juicioí ó  

del recurrente, debi  d rsele a la prueba documental el valor de base deó á  

presunci n judicial. En tal sentido, fue probado que ella dio el dineroó  

para la compra del veh culo, sin que resultara probado que su adquisici ní ó  

fue  gracias  al  trabajo  del  demandado,  lo  que  emana  tambi n  de  laé  

declaraci n los testigos que la actora hizo comparecer a estrado.ó

SEGUNDO:  Que, es importante recordar que la Corte recurrida 

revoc  el fallo de la instancia el que, en lo que interesa a este recurso,ó  

sostuvo que: “…por m s que el contrato aparezca suscrito en calidad deá  

comprador por el  demandado y haya sido a  ste a quien se  hizo laé  

entrega  del  veh culo,  ha  quedado  acreditado  que  no  ha  sido  l  coní é  

recursos propios quien procedi  al pago del precio como sostiene en suó –  

contestaci n-,  sino  que  dicha  transacci n  se  concret  con  el  dineroó ó ó  

proporcionado  al  efecto  por  quien  a  la  saz n  era  su  pareja  -hoyó  

demandante  en  este  juicio-,  y  no  habi ndose  entregado  justificaci né ó  
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diversa para explicar la transferencia de $7.000.000.- que sta le hicieraé  

coet neamente  al  negocio,  como  habr a  sido  un  pr stamo  o  que  seá í é  

trataba  de  recursos  propios  depositados  en  la  cuenta  de  ella  (lo  que  

igualmente debi  haber probado), concurren en la especie indicios graves,ó  

precisos y concordantes para construir una presunci n judicial en orden aó  

que la compra se hizo por el ahora demandado a nombre propio, pero  

actuando  por  la  demandante,  hip tesis  que  expresamente  autoriza  eló  

art culo 2151 del C digo Civil; por lo dem s, la circunstancia anterior seí ó á  

ve reforzada con el m rito de lasé

declaraciones contestes de sus testigos que la reconocen y reputan como  

due a,  mismas  que  prevalecen  por  sobre  los  dichos  que  en  sentidoñ  

contrario  entregara  el  nico  testigo  del  demandado,  no  s lo  por  serú ó  

mayores en n mero, sino tambi n por aparecer mejor instruidos de losú é  

hechos, concurriendo adem s la documental que da cuenta del pago porá  

parte de la demandante de gastos asociados al veh culo, como permiso deí  

circulaci n y mantenciones del veh culoó í .  (motivo d cimo del fallo del ” é a 

quo)

Luego,  en  el  motivo  siguiente  concluye  que  “…no  cabe  sino 

reconocer a la demandante como la persona que con recursos propios  

pag  el  precio del veh culo que se pretende reivindicar,  quedando asó í í  

desvirtuada la alegaci n en contrario que planteara el demandado, lo queó  

unido al hecho de ser ella quien usaba y dispon a del veh culo entre tantoí í  

dur  la relaci n de convivencia, pagando los gastos que ste generabaó ó é  

(permiso de circulaci n,  mantenciones)  y  siendo reputada por tercerosó  

como  due a,  habr  de  tenerse  como  suficientemente  desvirtuada  lañ á  

presunci n  de  dominio  que  amparaba  al  demandado,  debiendoó  

declararse  que  la  verdadera  due a  del  autom vil  objeto  del  juicio  esñ ó  

precisamente la demandante y accederse tanto a la restituci n como a laó  

modificaci n  que  solicita  de  la  inscripci n  practicada  en  el  Registroó ó  

Nacional de Veh culos Motorizados, a efectos que sea ella quien figureí  

como propietaria.”
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TERCERO: Que, por su parte, la Corte recurrida, al revocar, 

estim  que la demandante no logr  acreditar el primero de los requisitosó ó  

de la acci n entablada, esto es, el dominio sobre el bien cuya restituci nó ó  

exige.

Aquello emana claramente de sus motivos tercero y siguientes de 

esta sentencia, cuando refiere que “…habi ndose adquirido el dominio ené  

el  presente  caso,  derivativamente,  esto  es,  por  tradici n,  deb a  laó í  

demandante acreditar su dominio, no existiendo disposiciones especiales  

en nuestro sistema sobre su prueba, aparte de la prescripci n adquisitiva,ó  

admiti ndose en estos casos la prueba por presunciones judiciales, que seé  

deducen  de  los  t tulos  de  dominio,  de  las  respectivas  y  sucesivasí  

posesiones  de  los  contendores  y  de  otros  indicios  materiales,  los  que  

pueden  inclinar  la  balanza  a  favor  de  la  parte  que  establezca  una  

presunci n m s fuerte de corresponderle el dominioó á .  (motivo tercero del”  

fallo reclamado)

En la consideraci n  sexta,  la  Corte sostiene que  ó “…no alega la 

actora contar con un t tulo traslaticio de dominio, ni alguno de los modosí  

para la adquisici n del mismo; por el contrario, ha sido el demandadoó  

quien celebr  el  contrato de compraventa y a quien,  por no haberseó  

alegado lo contrario, se entreg  el veh culo, produci ndose la adquisici nó í é ó  

por la  tradici n del  mismo, razones estas ltimas que hacen presumiró ú  

fundadamente su dominio, no s lo por las presunciones legales que loó  

amparan,  sino  porque  cuenta  con  un  t tulo  traslaticio  de  dominio  yí  

adquiri  por la entrega del bienó .”

CUARTO: Que de la simple lectura del recurso, se desprende 

que lo que se ataca por esta v a en examen corresponde propiamente a laí  

actividad consistente en la determinaci n y establecimiento de los hechos,ó  

desde  que  se  reprocha  que  los  sentenciadores  no  hayan  tenido  por 

acreditada la hip tesis f ctica sostenida por la demandante, esto es,  ó á que 

logr  acreditar,  mediante probanza documental  y testimonial,  que ellaó  

otorg  el dinero al demandado para la compra del autom vil, siendo deó ó  

uso exclusivo de sta,  lo  que destruye  la  presunci n de  dominio queé ó  
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amparaba al  demandado,  al  estar  inscrito el  bien a su nombre en el  

Servicio de Registro Civil.

QUINTO: Que,  la  consideraci n  antes  se alada  es  de  todaó ñ  

relevancia para la decisi n del asunto, toda vez que la acci n interpuestaó ó  

es la gen rica de reivindicaci n, sustentada legalmente en el art culo 889é ó í  

del C digo Civil.ó

Para que sta tenga cabida, como lo ha precisado esta Corte ené  

diversos fallos y la doctrina ha reafirmado, se requiere que:  a) La cosa 

que se reclama sea susceptible de reivindicar; b) El actor reivindicante sea 

due o  de  ella  y  que  se  encuentre  debidamente  singularizada;  c)  Elñ  

reivindicante est  privado de su posesi n,  y d)  El demandado est  ené ó é  

posesi n de la especie que se reclama.ó

SEXTO: Que,  en  estos  autos,  la  actora  ha  ejercido  la  acci nó  

reivindicatoria de cosa mueble, que contempla el art culo 889 del C digoí ó  

Civil, que es la que tiene el due o de una cosa singular, de que no estñ á 

en posesi n, para que el poseedor de ella sea condenado a restitu rsela.ó í

Esta acci n se sustenta en el poder de persecuci n y la inherenciaó ó  

del derecho a la cosa, propio de todo derecho real y muy en particular 

del derecho de propiedad. Por esta acci n, el actor no pretende que seó  

declare  su  derecho  de  dominio,  puesto  que  afirma  tenerlo,  sino  que 

demanda al juez que lo haga constatar o reconocer y, como consecuencia 

de ello, ordene la restituci n de la cosa a su poder por el que la posee.ó  

En otras palabras, es la acci n que tiene el due o no poseedor contra eló ñ  

poseedor no due o. ñ

Luego y en el mismo sentido, seg n lo sostiene el autor don Luisú  

Claro Solar, “Todo derecho que es desconocido, perturbado o violado da  

lugar a un recurso a la autoridad del juez para que lo haga reconocer y  

lo ampare en su ejercicio . Esta reclamaci n judicial del derecho es la” “ ó  

acci n destinada a sancionarlo y a mantener al titular del derecho en eló  

ejercicio de los poderes o facultades que sobre la cosa le corresponden en  

virtud de  su naturaleza  propia.  La acci n  reivindicatoria  conforme loó  

dispone el art culo 889 del C digo Civil, es aquella que tiene el due o deí ó ñ  
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la cosa singular, de la que no est  en posesi n, para que el poseedor deá ó  

ella sea condenado a restituirla . Esta acci n sigue directamente la cosa,” “ ó  

quienquiera que sea la persona en cuyo poder se encuentre y aunque esta  

persona no se halle ligada por ning n v nculo de derecho con aqu l aú í é  

quien la acci n competa; es una acci n real, una acci n in rem, a que seó ó ó  

da el nombre de reivindicaci n, reivindicatioó  (Explicaciones de Derecho”  

Civil Chileno y Comparado, Editorial Jur dica de Chile, a o 1979, tomoí ñ  

IV, p gina 384).á

Por su parte y en cuanto al objeto de la acci n, tambi n se haó é  

dicho  que  ste  consiste  en  é “reclamar  la  posesi n  de  la  cosa,  o  m só á  

propiamente, la cosa misma, ya que con relaci n a ella ejerce los actos eló  

poseedor. Dijimos que lo normal era que la posesi n y el dominio seó  

encontraran reunidos en una sola mano, pero que pod a darse el caso deí  

que  una  persona  perdiera  la  posesi n  de  una  cosa,  conservando  eló  

dominio de ella. Se ha roto en este caso el estado normal y corriente de  

las cosas, y en estas circunstancias,  la ley autoriza al propietario para  

reclamar la cosa de quien la tenga.

Entonces, el objeto de la reivindicaci n no es, como vulgarmente seó  

cree, el derecho de dominio; no es ese derecho lo que se reclama, porque  

si fuera el

dominio lo que se ha perdido, no podr an ejercitarse estas acciones queí  

competen al due o de la cosañ . (Arturo Alessandri Rodr guez, Derecho” í  

Civil, Los Bienes, Primer A o Tomo II, Editorial Lex, p ginas 198, 199).ñ á

S PTIMOÉ : Que la Corte recurrida sostuvo que “la demandante 

debe probar en juicio los supuestos de la acci n que entabla, siendo eló  

primero de ellos el dominio de la cosa que pide le sea restituida, teniendo  

el  demandado  poseedor  a  su  favor  la  presunci n  de  ser  propietarioó  

mientras una persona no justifica serlo, de conformidad a lo dispuesto en  

el art culo 700 del C digo Civil y, en este caso en particular, aquella queí ó  

establece el art culo 44 de la ley de Tr nsito en cuanto se presumirí á “ á  

propietario de un veh culo motorizado la persona a cuyo nombre figureí  

inscrito en el Registro, salvo prueba en contrario .”

JDLBXYTHQR



Esta ltima norma es relevante para resolver el asunto, desde queú  

en aquella se consagra una presunci n de las denominadas ó “simplemente 

legales , esto es, que admiten prueba en contrario, y que favorece al que”  

registra a su nombre la inscripci n de un veh culo, en torno a reputarloó í  

due o para todos los efectos legales.ñ

Por  ello,  es  pertinente  conocer  si  la  Corte  entendi  probadosó  

suficientes hechos que destruyan la mentada presunci n.ó

Para esta labor debemos advertir que la Corte dio por sentado que 

la  demandante  reconoce  la  celebraci n  del  contrato  de  compraventaó  

sobre  el  autom vil  en  disputa,  suscrito  por  el  demandado  comoó  

comprador, y que ella habr a aportado dinero para el pago del precio,í  

aceptando  que  ste  -y  no  ella-  se  hiciera  due o  del  bien.  Aquelloé ñ  

generar a un cr dito personal en su favor, que puede ser perfectamenteí é  

exigido en la sede civil pertinente, pero no habr a logrado acreditar, aí  

juicio de los jueces de alzada, el dominio sobre el mismo, aunque lo usara 

o mantuviera.

OCTAVO: Que, asentado lo anterior, resulta pertinente recordar 

que solamente los jueces del fondo se encuentran facultados para fijar los 

hechos  de  la  causa,  y  que  efectuada  correctamente  dicha  labor,  al 

determinar stos con sujeci n al m rito de los antecedentes, probanzasé ó é  

aportadas  por  las  partes,  interpretaci n  y  aplicaci n  de  las  normasó ó  

atinentes al caso en estudio, ellos resultan inamovibles para este tribunal, 

conforme a lo previsto en el art culo 785 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil,  no  siendo  posible  su  revisi n  por  la  v a  de  la  nulidad  que  seó í  

analiza, a  menos  que  se  haya  denunciado  eficazmente  alguna 

contravenci n a las leyes reguladoras de la prueba, lo que no ha ocurrido.ó

NOVENO:  Que,  en  efecto,  la  recurrente  ha  sostenido  la 

infracci n de ciertas normas reguladoras de la prueba, en particular, losó  

art culos 47 y 1712 de C digo Civil, sobre presunciones; 1708 y 1709 delí ó  

mismo cuerpo legal, sobre limitaciones a la prueba testimonial; y art culosí  

348 bis  y 384 de C digo de Procedimiento Civil  sobre alcance de laó  

prueba documental percibida directamente y de la testimonial rendida en 
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estrado.

Sin embargo,  esta Corte  no comparte  la  denuncia se alada.  Enñ  

efecto, se ha sostenido de manera reiterada que la construcci n o no- deó –  

presunciones  judiciales  en  torno  a  ciertos  hechos  probados  es  resorte 

exclusivo de los jueces de fondo, lo que escapa con creces a los m rgenesá  

de este recurso de derecho estricto. En este asunto, la Corte no compartió 

el an lisis del inferior en torno a que, por el solo hecho de otorgar dineroá  

al  demandado  para  comprar  el  bien  y  utilizarlo,  la  demandante  es 

poseedora material del mismo, a pesar de figurar inscrito a nombre del 

que  obr  como comprador.  En  este  punto,  lo  cierto  es  que  aquellosó  

hechos  no  son  suficientes  para  desvirtuar  la  presunci n  de  la  Leyó  

N 18.290,  ya  que  la  demandante  consinti  en  que  el  demandado  se° ó  

hiciera due o del autom vil, tal como lo reconoce en su libelo, cuandoñ ó  

alude  a  que  aquello  fue  una  decisi n  de  ndole  familiar  para  que eló í  

demandado  contara  con  un  mejor  patrimonio  y  solvencia.  As  se  leeí  

claramente del punto 6 de su libelo:  “6. Lo anterior ten a como objetoí  

que el demandado, al figurar con un bien de mayor envergadura en su  

patrimonio,  pudiera  acreditar  solvencia  y  tener  un  mejor  acceso  a  

pr stamos de dinero, ya que su remuneraci n en los ltimos a os, seg né ó ú ñ ú  

acredito  mediante  historial  previsional,  corresponde  a  una  suma  

medianamente baja.”

De esta forma, ella sab a las consecuencias de la celebraci n delí ó  

contrato de compraventa, que no eran sino obtener el dominio del bien 

mueble por el demandado. Fue ste el que lo adquiri , aun cuando loé ó  

fuese con dineros de la actora, pues ese punto no la transforma en due a,ñ  

sino que surge en su favor una acreencia de  car cter personal para exigirá  

el pago del monto dado en pr stamo, si aquello fuese probado en el juicioé  

pertinente.

Luego,  si  bien  el  recurrente  lleva  raz n  en  que la  Corte  yerraó  

cuando  sostiene  que  no  resulta  admisible  la  prueba  testimonial  para 

acreditar  obligaciones cuya cuant a  exceda las  2 Unidades  Tributariasí  

Mensuales, lo cierto es que, a pesar de considerarse la declaraci n de losó  
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testigos, quienes depusieron en t rminos de que la actora proporcion  elé ó  

dinero para la compra del autom vil y de que ella lo utilizaba, aquelloó  

tampoco logra desvirtuar la presunci n legal ya advertida, puesto que seó  

trata nuevamente- de elementos dom sticos que no alcanzan a acreditar– é  

el dominio que la actora detentar a sobre el veh culo motorizado, siendoí í  

ste el elemento relevante que deb a ella acreditar.é í

Finalmente la infracci n, ahora, relacionada con la percepci n deó ó  

la prueba documental, tampoco se advierte, desde que el tribunal no ha 

mutado  la  naturaleza  de  p blico  o  privado  de  los  documentosú  

acompa ados.ñ

D CIMOÉ : Que, asentado lo anterior, resulta pertinente reconocer 

que  los  fundamentos  esenciales  del  libelo,  en  lo  que  al  sistema  de 

valoraci n importa, dicen relaci n, entonces, con el alcance y valor queó ó  

corresponde  atribuir  a  la  prueba  rendida.  Cabe  hacer  presente,  sin 

embargo, que tal actividad se agot  con la valoraci n que llevaron a caboó ó  

los  jueces  del  fondo,  quienes  tras  ponderar  todos  los  antecedentes 

aportados  y  en  uso  de  sus  facultades  privativas,  concluyeron  que  los 

medios de prueba allegados resultaron ser insuficientes para sustentar los 

dichos esgrimidos por la demandante, hoy recurrente.

UND CIMOÉ :  Que, por lo que se viene razonando, lo que el 

tenor  del  recurso  deja  en  evidencia,  por  lo  tanto,  es  que  las 

argumentaciones medulares que en l se contienen, se orientan m s biené á  

a  impugnar  la  valoraci n  que de  las  probanzas  rendidas  hicieron  losó  

jueces  del  m rito  y  de  esa  forma  obtener,  por  esta  v a,  una  nuevaé í  

ponderaci n de los mismos para asentar hechos tiles a los prop sitos deó ú ó  

la demandante. No debemos perder de vista que el juicio de marras no es 

uno en el que se discuta el dominio. Muy por el contrario, es uno en el 

que quien demanda lo hace como domine, debiendo probar que detenta 

tal car cter, en este caso, por sobre la presunci n legal registral.á ó

Si  aquel  elemento  f ctico  no resultaba  suficientemente  probado,á  

como  fue  el  caso,  definitivamente  la  acci n  reivindicatoria  no  puedeó  
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prosperar, desde que ste constituye uno de los requisitos, -sino el m sé á  

fundamental- de la naturaleza de la demanda intentada.

DUOD CIMOÉ : Que, por estas consideraciones, y en virtud de 

las conclusiones apuntadas, el recurso de casaci n de fondo interpuestoó  

por la actora deber  ser rechazadoá . 

Y de conformidad, adem s, con lo dispuesto en el art culo 782 delá í  

C digo de Procedimiento Civil, ó se rechaza el recurso de casaci n en eló  

fondo  interpuesto  por  el  abogado  Felipe  Murillo  Valderrama,  en 

representaci n de la parte demandante y en contra de la sentencia deó  

trece correctamente catorce- de julio de dos mil veinte, dictada por la–  

Corte de Apelaciones de Rancagua.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n a cargo del Ministro de esta Corte, don Arturo Pradoó  

Puga. 

Rol N  94.915-20.-°

Pronunciado por la  Primera Sala  de  la  Corte  Suprema por los 

Ministros Sr. Arturo Prado P., Sra. Adelita Ravanales A., Sr. Rodrigo 

Biel M.,  y Abogados Integrantes Sr. Diego Munita L. y Sr. Ra l Fuentesú  

M.

No  firma  el  Abogado  Integrante  Sr.  Fuentes  no  obstante  haber 

concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por estar ausente 
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null

En Santiago, a treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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